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INTRODUCCION

La Contraloría de Bogotá en desarrollo de su función constitucional y legal, y en cumplimiento del Plan de Auditoría Distrital PAD - 2005, practicó Auditoria Gubernamental con Enfoque Integral Modalidad Especial, a la Secretaria General de la Alcaldía Mayor de Bogotá, D.C.

La auditoría se orientó a la evaluación de la contratación efectuada por la Entidad durante el año 2004, el Sistema de Control Interno operante en la Oficina de contratación así como la Gestión y los Resultados en ésta área.

Los hallazgos se comunicaron a la administración y las respuestas dadas, fueron analizadas, evaluadas e incluidas en el informe, cuando se consideraron pertinentes.

Dada la importancia estratégica que representa el área de contratación en la entidad,  la Contraloria de Bogotá espera que el presente informe contribuya al mejoramiento continuo y con ello al logro de una administración eficiente de los recursos públicos.

1. DICTAMEN DE AUDITORIA GUBERNAMENTAL CON  ENFOQUE INTEGRAL - MODALIDAD ESPECIAL -

Doctor

ENRIQUE  BORDA VILLEGAS

Secretario General 
Alcaldía Mayor de Bogotá, D.C.

Carrera 8ª No. 10-65

Ciudad 

La Contraloría de Bogotá, con fundamento en los artículos 267 y 272 de la Constitución Política y el Decreto 1421 de 1993, practicó Auditoria Gubernamental con Enfoque Integral - Modalidad Especial, a la Secretaria General de la Alcaldía Mayor con el fin de evaluar el proceso de contratación; teniendo en cuenta el Sistema de Control Interno operante en el área seleccionada, a través de la evaluación de los principios de economía, eficiencia, eficacia y equidad, así como la comprobación de que las operaciones  administrativas y legales, se realizaron conforme a las normas y procedimientos aplicables.

Es responsabilidad de la Administración el contenido de la información suministrada y analizada por la Contraloría de Bogotá. La responsabilidad de la Contraloría consiste en producir un informe integral que contenga el concepto sobre la gestión adelantada por la administración de la Secretaria General, que incluya un pronunciamiento sobre el acatamiento a las disposiciones legales, la calidad y eficiencia del Sistema de Control Interno operante en el área o dependencia auditada.

El informe contiene aspectos administrativos y legales que una vez detectados como deficiencias por parte del Equipo Auditor, deben ser corregidos  por la administración, lo cual contribuirá al mejoramiento continuo de la organización y por consiguiente en la eficiente y efectiva producción y/o prestación de bienes y servicios en beneficio de la ciudadanía, fin ultimo del control. 

La evaluación se llevó a cabo de acuerdo con las normas de auditoría Gubernamentales, compatibles con las de general aceptación, así como con las políticas y los procedimientos de auditoría establecidos por la Contraloría de Bogotá; por consiguiente, requirió, acorde con ellas, de planeación y ejecución del trabajo de manera que el examen proporcione una base razonable para fundamentar los conceptos y la opinión expresada en el presente informe.
El control incluyó el examen sobre la base de pruebas selectivas, de las evidencias y documentos que soportan la gestión de la entidad y el  cumplimiento de las disposiciones legales, así como el adecuado control previo que le corresponde ejercer a la oficina de Control Interno en materia de legalización de contratos.
Concepto sobre  Gestión y los Resultados 

Una vez evaluado el proceso de contratación vigencia 2004, se detectaron una serie de hechos y situaciones relacionadas con la inobservancia de las formalidades legales, que afectan el normal desarrollo de los cometidos institucionales que adelanta la Secretaria General de la Alcaldía Mayor, entre las que se destacan los siguientes:

Entendiendo que la Interventoría es una función que se cumple para verificar y controlar la ejecución y cumplimiento de las condiciones de un contrato, se vienen asignando interventores mediante memorandos, y las funciones de estos es ejercida por otros funcionarios.

En algunos contratos de compraventa que serán mencionados posteriormente, no son recepcionados los bienes que fueron objeto del contrato, y por el contrario se evidencia que el interventor recibe, ordena el ingreso a almacén y certifica el cumplimiento del objeto contractual para efectos del pago de elementos que no fueron contratados, sin que medie una modificación u otrosí, como es el caso que se presenta en los contratos 318 y 380 de 2004.

En lo concerniente a la Planeación, entendiendo esta como una herramienta que articula y orienta las acciones de la entidad para el logro de los objetivos institucionales, se observó falencias en este campo por cuanto los estudios que contienen los requerimientos de bienes a adquirir, no obedecen a lo que efectivamente se contrata por parte de la administración, pues se evidencian continuas modificaciones de las condiciones técnicas de los bienes a adquirir, así como las cantidades  como se logró comprobar en los contratos 406 y 341 de 2004, entre otros.
De otro lado, en los procesos de contratación directa regulados por el Decreto 2170 de 2002, se observó que la administración viene modificando las características pactadas específicamente en los términos de referencia, una vez precluida la etapa contractual prevista en estos, como sucede en los procesos de contratación directa 021 y 035 de 2004. 
El Control Interno operante en materia de legalización de contratos una vez evaluado, arrojo una calificación de 2.91 producto de una serie de debilidades, que afectan sustancialmente el normal desarrollo de las actividades adelantadas por la dependencia objeto de estudio, por cuanto se evidencia la falta de controles, acciones  factibles y efectivas y de un cronograma que sirva de herramienta para disminuir los riesgos propios que se derivan del proceso de contratación, aspectos que se identificaron especialmente en las fases Administración del Riesgo y Retroalimentación. 

De lo anterior se colige, que el Sistema de Control Interno en el área de contratación presenta serias debilidades que afectan la calidad, eficacia, efectividad y nivel de confianza del Sistema, lo que repercute en el logro de los objetivos propuestos por la Secretaria. 
Con base en los hallazgos presentados en los párrafos anteriores, la información suministrada por la entidad, la aplicación de diversas pruebas de auditoria y considerando que el daño patrimonial no consiste simplemente en la perdida de recursos, sino que tiene una dimensión adicional, los recursos públicos deben ser manejados para conseguir los fines estatales, nos permiten conceptuar que la gestión adelantada por la Secretaria General de la Alcaldía Mayor en el tema de contratación, no acata las disposiciones que regulan esta materia, no cuenta con un Sistema de Control Interno confiable en el área evaluada, que ofrezca garantía en el manejo de los recursos, lo cual incide para que el uso de los recursos no se manejen criterios de economía, eficiencia y equidad, razones que conllevan a emitir un concepto de gestión favorable con observaciones.

Consolidación de hallazgos

En desarrollo de la presente auditoria tal como se detalla en el Anexo 1, se establecieron siete (7) hallazgos de tipo administrativo, de los cuales dos (2) tienen alcance fiscal que serán trasladados a la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva, cinco (5) disciplinarios que serán puestos en conocimiento de la Personería de Bogotá.
A fin de lograr que la labor de auditoria conduzca a que se emprendan actividades de mejoramiento de la gestión pública, la entidad debe diseñar un Plan de Mejoramiento que permita solucionar las deficiencias puntualizadas, en el menor tiempo posible, documento que debe ser remitido a la Contraloría de Bogotá, dentro de los quince (15) días al recibo del presente informe. 

El Plan de Mejoramiento debe detallar las medidas que se tomarán respecto de cada uno de los hallazgos identificados, cronograma en que implementarán los correctivos, responsables de efectuarlos y del seguimiento a su ejecución.

Bogotá D.C., diciembre de 2005

PATRICIA RIVERA RODRIGUEZ

Directora Técnica Sector Gobierno
2. RESULTADOS DE LA AUDITORÍA

2.1. EVALUACION AL SISTEMA DE CONTROL INTERNO AREA CONTRATACION 

Conforme a lo establecido en el art. 65 de la Ley 80 de 1993, se procedió a evaluar la operatividad del Sistema de Control Interno en el área evaluada, a partir de la valoración de cinco fases que involucran todos los elementos del Sistema, para lo cual se utilizó los cuestionarios diseñados para tal fin.

Esta se fundamenta en las normas e instructivos, emitidos por el Departamento Administrativo de la Función Publica y el procedimiento adoptado mediante la Resolución No. 030 de 2003, expedida por la Contraloría de Bogotá, D.C. donde se establecen  los rangos de calificación por escalas así: Bajo, Medio y Alto riesgo. 

La escala está dada por la siguiente tabla de valores:

De    0.1 a 2.5

Riesgo Alto

        2.6 a 3.75

Riesgo Mediano 

        3.76 a 5.0

Riesgo bajo

Resultados de la Evaluación por Fases y Componentes

La calificación promedio del Sistema de Control Interno en el área de contratación fue de 2.91, ubicándose dentro del rango 2.6 a 3.75, identificado como nivel de riesgo mediano y de regular aceptabilidad, como se desprende del análisis efectuado a cada una de las cinco fases y componentes. 

CUADRO 1

EVALUACIÓN DEL SISTEMA DE CONTROL INTERNO - TABLA DE AGREGACIÓN GENERAL DE RESULTADOS
	FASES
	CALIFICACIÓN 

	AMBIENTE DE CONTROL
	3.19

	ADMINISTRACION DEL RIESGO
	2.23

	OPERACIONALIZACIÓN DE LOS ELEMENTOS
	3.10

	DOCUMENTACIÓN
	3.28

	RETROALIMENTACIÓN
	2.74

	CALIFICACIÓN TOTAL
	2.91


    Fuente: Papeles de trabajo 

2.1.1.1  Fase Ambiente de Control

Representa esta Fase la forma de ser y operar de una organización, caracterizada por la actitud y compromiso de la Alta Dirección en el Sistema de Control Interno, asi como las pautas de comportamiento de los servidores públicos en la institución. Desde esta óptica una vez evaluada esta Fase la calificación promedio es de 3.19, clasificándose en un nivel bueno de aceptabilidad, el riesgo es considerado medio, como lo indican el comportamiento de los componentes de esta fase, así: 

Principios Éticos y Valores Institucionales: 

La calificación del componente es de 3.18, cifra que se ubica en un rango bueno con un nivel de riesgo mediano y factor de valoración de difusión  debido a que la mayoría de los funcionarios evaluados conocen la existencia de los valores éticos de la entidad, pero no los tienen presentes, ni saben a través de que mecanismos fueron difundidos.

Compromiso y Respaldo de la Alta Dirección:

Este componente obtuvo una calificación de 3.09, considerado dentro de un rango bueno con un nivel de riesgo medio. 

Corresponde a la Alta Dirección la responsabilidad de establecer, mantener y perfeccionar el Sistema de Control Interno. En este orden de ideas, evaluado este componente se clasifica en el factor de valoración “Indiferencia”, por que la mayoría de los funcionarios del área conocen los componentes y elementos del Sistema de Control Interno, sus sugerencias y aportes son tenidos en cuenta por sus superiores. 

Cultura de Autocontrol:

La calificación de este concepto fue de 2.96 considerada como regular, con un nivel de riesgo medio.

El factor de valoración de este componente se ubica en “Capacitación” toda vez que la cultura del autocontrol se orienta al mejoramiento del área; sin embargo hacen falta mecanismos encaminados a fomentar esta cultura como una herramienta de mejoramiento continuo de la Secretaria. 

Cultura del Diálogo:

Una vez analizado este componente, obtuvo una calificación de 3.54 considerada buena y  con un nivel de riesgo mediano. Con la nota obtenida, se sitúa en un factor de valoración “Dialogo Formal”, debido a que se observa canales de comunicación debidamente estructurados y la información fluye adecuadamente dentro del área.

Es importante tener presente que la cultura del diálogo busca la interacción de conocimientos entre las personas y debe ser la base para la toma de decisiones. 

2.1.1.2. Fase  Administración del Riesgo

Partiendo de la premisa, que la identificación y análisis de riesgos es la razón mas valida que debe comprender cualquier funcionario para realizar actividades que lo minimicen, se obtuvo en esta una calificación de 2.23 situando al área evaluada dentro de un rango regular con un nivel de riesgo alto, debido al comportamiento reportado por cada uno de los componentes, como se puede apreciar en la valoración. Es de señalar, la importancia que tiene la identificación de los riesgos tanto internos como externos en el área de contratación, ya que es allí donde se refleja el manejo y destino de los recursos públicos. 

Valoración del Riesgo:

La calificación obtenida es de 2.87 situándose en un rango regular con un nivel de riesgo mediano; puesto que los riesgos internos que afectan el proceso de contratación son conocidos por cada uno de los funcionarios, situación que permite ubicarlos en el factor de valoración “Identificación de los Factores”, a pesar de que no se conocen los riesgos externos que puedan afectar directamente a la entidad, lo que se busca es elaborar un inventario de riesgos para que pueda ser utilizada como una herramienta preventiva. 

Manejo del Riesgo:

La nota obtenida por este componente es de 2.11 ubicándose en un rango regular con un nivel de riesgo alto.

Esta calificación obedece a que no se cuenta con un plan de manejo del riesgo, donde se identifique claramente las acciones seleccionadas, los controles existentes, así como el costo beneficio que contribuya a la elaboración del plan y un cronograma entre otros; para disminuir o minimizar el nivel de riesgo propios de los procesos de contratación, este componente se ubica en un factor de valoración “Plan de manejo de riesgos” ya que son elementos y acciones que se toman en forma aislada y no se plasman en un documento denominado plan de manejo del riesgo.

Teniendo en cuenta lo anterior, no sé esta aplicando lo indicado en el literal f), del artículo 2 de Ley 87 de 1993, que se refiere a que se deben definir y aplicar medidas para prevenir los riesgos, detectar y corregir sus desviaciones que puedan afectar el logro de los objetivos.
Monitoreo:

Este componente obtuvo una calificación de 1.72, considerada mala, con un nivel de riesgo alto, en razón a que por la ausencia de un plan de manejo de riesgo que permita consolidar la información, presentar sugerencias y elaborar un informe como presentación de estos resultados finales, implica que no se puede monitorear dicho plan. Por lo tanto no se puede ubicar dentro de un factor de valoración 

Se advierte que una vez diseñado el Plan para administrar los riesgos, éste deberá hacerse el seguimiento permanentemente con base en los indicadores de gestión diseñados para su evaluación, además que pueda servir como base de información en el plan de acción para la vigencia siguiente.

2.1.1.3 Fase  Operacionalización de los Elementos 

Esta fase obtuvo una calificación de 3.10, ubicándola en un grado de implementación de nivel bueno y con riesgo  mediano, situación que obedece al comportamiento de sus componentes así: 

Esquema Organizacional

El componente tuvo una calificación de 3.13, ubicado en un nivel de riesgo mediano y con un rango bueno y un factor de valoración “Básica y Jerarquizada”; en razón de que su estructura es cerrada y rígida, lo que dificulta la coordinación y hace rutinario el trabajo.

Planeación

Este componente logró una nota de 3.14 ubicándola en un rango bueno y en un mediano nivel de riesgo, dentro de un factor de valoración “Herramientas e Instrumentos de planeación”, toda vez que la mayor parte de los funcionarios  no conoce el plan de acción del área, ni el manejo del mismo. En consecuencia, se incumple con lo señalado en el literal h) del Art. 2º de la Ley 87de 1993, que indica “Velar porque la entidad disponga de procesos de planeación y mecanismos adecuados para el diseño y desarrollo organizacional, de acuerdo con su naturaleza y características”.

La ausencia de un plan de acción que sea de conocimiento por parte de los integrantes del área conduce a que el seguimiento de éste, sea parcial por parte del jefe de la dependencia y no se refleje en la gestión realizada. No sobra señalar, que los instrumentos diseñados por la Secretaria para abordar el proceso de planeación, requiere la participación activa y concertada de los diferentes actores de la entidad.
Procesos y Procedimientos

El componente se ubicó en un nivel mediano de riesgo, dentro de un rango de calificación regular con una nota de 3.07, afectando el factor de “Identificación de procesos misionales y de apoyo” por que sí bien es cierto, se cuenta con procesos y procedimientos propios del área de contratación, cada funcionario conoce la función especifica que desempeña únicamente y no como un todo para el logro de los objetivos de la entidad.

Desarrollo del Talento Humano

La calificación de este componente es de 3.24, se encuentra ubicado en un nivel de riesgo mediano y un rango bueno, situado en el factor de valoración “Implementación de procesos básicos de gestión”, por cuanto la entidad realiza estos procesos de vinculación y para el área se ofrece diferentes tipos de capacitación sobre diferentes temas, pero según respuesta de los funcionarios por falta de tiempo no se aprovecha este proceso formativo para el mejoramiento de los cometidos institucionales que adelanta la Secretaria General.    

Sistemas de Información

Entendiendo que el Sistema de Información se convierte en el instrumento para el control gerencial y la retroalimentación a nivel interinstitucional e institucional a través de cada una de las áreas que hacen parte de la organización; actualmente se viene implementando un Software contractual que permitirá cumplir con los principios de confiabilidad, oportunidad, integridad, precisión y racionalidad de la información.

Lo anterior incidió para calificar este componente con 3.56, rango bueno y nivel de riesgo mediano. Se sitúa en el factor de valoración “Automatización en Desarrollo”, toda vez que en la actualidad se esta implementando 

Democratización de la Administración Pública

Este componente obtuvo una calificación de 2.78, rango regular y nivel de riesgo mediano. Se ubica dentro del factor de valoración “facilitar el acceso a la información”  esta baja calificación obedece al poco conocimiento que tienen los funcionarios del área de contratación de los mecanismos existentes de participación ciudadana.

Mecanismos de Verificación y Evaluación

Obtuvo una evaluación de 2.89, considerada  dentro de un rango regular y nivel de riesgo mediano,  En este Ítem se toman los componentes de auto-evaluación y las acciones de la Oficina de Control Interno; se situó el primero en el factor de valoración “Aplicación de correctivos”, en razón de que se toman acciones correctivas y para el segundo, (Control Interno) se ubico en el factor de valoración “Fomento de la Cultural de Control”, toda vez que denota que la oficina de Control Interno en sus acciones de fortalecimiento del autocontrol asiste a invitaciones del área de contratación en algunos procesos como son los comités de contratación y adjudicación.

2.1.1.4. Fase de Documentación

Esta fase obtuvo una nota en promedio de 3.28, ubicándola en un rango bueno y un nivel de riesgo mediano, el cual se observa en el comportamiento de sus componentes así: 

Memoria Institucional

La nota del componente fue de 3.34, ubicándose en un rango bueno y un nivel de riesgo mediano, situándose en el factor de valoración “Formal” ya que todos los documentos se clasifican y se manejan de acuerdo a las normas establecidas para este efecto.

No obstante lo anterior, se observa que en materia contratación aún hacen falta los soportes de los hechos ocurridos, de las actas de liquidación de los contratos terminados, cambio de disponibilidades; documentos mal archivados dentro de las carpetas, aspectos que impide su adecuado análisis y valoración, como se evidenció en la documentación que soporta a los Contratos. 

No se ha dado cumplimiento a lo normado en la Ley 594 de 2000, del Archivo General de la Nación y a lo establecido en el Reglamento General de Archivos, el cual establece que la documentación se debe archivar en orden cronológico, foliarse en la parte superior derecha y no guardar documentos de fax o con ganchos, que facilitan su deterioro.

Manuales

Este componente alcanzó una nota de 3.05, que se ubica en un rango regular y un nivel de riesgo mediano, clasificándose en el factor de valoración “Difundidos y socializados” por que sí bien es cierto son de conocimiento de los funcionarios, están en proceso de actualización.

Normas y Disposiciones Internas

La evaluación dio como resultado una nota de 3.45, ubicándola en un rango bueno y un nivel de riesgo mediano, con un factor de valoración “Difundidas y aplicadas” toda vez que las normas son conocidas y aplicadas por los funcionarios de la dependencia. 

2.1.1.5. Fase de Retroalimentación

Esta fase tiene que ver con la efectividad de la comunicación y es la fase final y dinamizadora del Sistema de Control Interno, que busca generar al interior de la entidad una cultura de Autocontrol que permita mejorar la gestión y los resultados. Desde este punto de vista, la Secretaria en este aspecto obtuvo una nota de 2.74, considerada dentro de un rango regular y un nivel de riesgo mediano, el cual es soportado en la evaluación de los siguientes componentes. 

Comité de Coordinación del Sistema de Control Interno  

Este componente obtuvo una calificación de 2.06, ubicándose en un rango regular y un nivel de alto de riesgo, sé sitúa en el factor de valoración “Toma de decisiones de mejoramiento” resultado de las pocas acciones sugeridas por el comité, que afecten la gestión del área objeto de estudio.

Planes de Mejoramiento

Este ítem presentó una nota de 2.68, ubicándose en un rango regular, nivel de riesgo mediano, y factor de valoración “Concertado y Formulado” toda vez que si bien cierto, se convienen planes de mejoramiento de las visitas realizadas por la Oficina Asesora de Control Interno, estas se hacen de manera verbal lo que impide implementar acciones encaminadas a corregir las debilidades detectadas, que contribuyan al cumplimiento de las disposiciones legales en materia de contratación. En este sentido, se detecto que no se han suscrito planes para el área evaluada
Seguimiento

Evaluado este componente obtuvo una calificación es de 3.11, por lo que se ubica en un rango bueno y nivel medio de riesgo, afectando el factor de valoración “Programado”, en razón a que en la dependencia se realiza monitoreo de conformidad con las actividades programadas y no como producto de una planeación.

2.2.  EVALUACION A LA CONTRATACION VIGENCIA 2004

Para el presente análisis, se seleccionó la contratación adelantada por la Secretaria General en el año 2004, tomando como muestra de los gastos de funcionamiento el rubro Honorarios entidad y los proyectos de inversión 7379    “Archivo de Bogotá, Memoria y Transparencia”, 6036 ”Sistematización de las Oficinas del despacho del Alcalde y la Secretaria General”, 7376 “Consolidación del Sistema de Defensa Judicial en el Distrito Capital”, 0133 “Apoyo para la creación de la ventanilla única del empresario”, 0301 “Reforzamiento Estructural, Adecuación y Dotación del Despacho del Alcalde y de la Secretaria General”, 6023 “Control Gubernamental a Entidades sin Animo de Lucro”, 0272 “Regulación, Construcción, Adecuación y Dotación de la Manzana Liévano” y 7219 “Adecuación Tecnológica y logística de la Imprenta Distrital”.

El total de recursos ejecutados por los anteriores proyectos de inversión incluyendo el rubro de honorarios, ascendió a la suma de $4.944.4 millones, cifra que se orientó a la celebración 220 contratos, de los cuales se examino el 76.9% lo que equivale en términos absolutos a $3.800.1 millones, tal como se aprecia en el siguiente cuadro.    

CUADRO 2

PROYECTOS DE INVERSION 2004











      Millones de pesos
	PROYECTOS
	TOTAL CONTRATOS
	CONTRATOS REVISADOS
	VALOR  CONTRATOS REVISADOS
	VALOR TOTAL CONTRATADO POR PROYECTO

	
	
	PRESTACIÓN SERVICIOS
	COMPRA VENTA
	
	

	7379 “ Archivo de Bogotá, memoria y transparencia”
	114
	66
	26
	2.032.8
	2.109.5

	6036 ” Sistematización de las oficinas del despacho del Alcalde y la Secretaria General”
	18*
	4
	5
	492.9
	598.4

	7376 “Consolidación del sistema de defensa judicial en el Distrito Capital”
	24
	22
	1
	277.7
	278.1

	0133 “Apoyo para la creación de la ventanilla única del empresario
	1
	
	
	199.4
	199.4

	0301 “Reforzamiento Estructural, Adecuación y Dotación del Despacho del Alcalde y de la Secretaria General”,
	12
	2
	6
	247.2
	1.002.9**

	6023 “Control Gubernamental a entidades sin animo de lucro”
	3
	3
	
	45.0
	45.0

	0272 “Regulación, Construcción, Adecuación y Dotación de la Manzana  Liévano”.
	3
	2
	
	41.0
	42.4

	7219 “Adecuación Tecnológica y logística de la Imprenta Distrital
	1
	
	1
	33.4
	33.4

	Sub. Total Inversión
	176
	99
	38
	3.369.1
	4.309.1

	0901 Honorarios entidad
	44
	21
	
	431.0
	635.3

	TOTAL 
	220
	120
	38
	3.800.1
	4.944.4


Fuente: Contratación 2004 Secretaria General

*Se incluye los contratos antes de la armonización 

** Se incluye la adición del contrato  353/03 por valor $668.7 millones

De igual forma, se revisaron los proyectos de inversión que fueron adelantados con recursos provenientes del convenio con el PNUD entre los que se destacan: 7377 “Transformación de la Organización Distrital y Fortalecimiento de la Capacidad Operativa de sus entidades, centrales y descentralizadas“, 7378 “Coordinación de las políticas informáticas y de comunicaciones en el Distrito Capital a través de la Comisión Distrital de Sistemas” y 1122 “Optimización de la calidad del servicio al ciudadano y Fortalecimiento de los CADE”.

Producto de la revisión y análisis de la contratación 2004, se obtuvieron los siguientes resultados:

2.2.1 Hallazgo Fiscal

Una vez revisado el contrato No. 380 de 2004 suscrito entre la Secretaria General y la firma CIRCULO DE LECTURA ALTERNATIVA LTDA. por valor de $10.0 millones, cuyo objeto “Entregar bajo la modalidad de precios unitarios fijos sin formula de reajuste, los libros para el centro de documentación del Archivo de Bogotá”, relacionados como aparecen en el contrato.
Analizada el acta de recibo a satisfacción suscrita por Aracely Peña Duque, sin ser la interventora asignada para este contrato; el día 18 de febrero del 2005 se dejaron de recibir 42 libros u obras que no fueron suministradas por el proveedor  a pesar de haber sido contratadas.

De acuerdo a lo anterior, no se cumplió con la CLAUSULA  PRIMERA - OBJETO del contrato  por cuanto no se recibieron las obras mencionadas en el objeto del mismo, sin que hubiese sido modificado el contrato con un OTROSI, lo cual demuestra deficiencias de control interno y de interventoría. Así mismo, se estaría contraviniendo lo ordenado artículos 4º, 14 y el numeral 1º del artículo 26 de la Ley 80 de1993.
Resulta claro entonces, un presunto detrimento al patrimonio del Distrito en cuantía de $2.1 millones, correspondientes a los 42 libros u obras contratadas y no recibidas. Además este hallazgo tiene implicaciones de tipo disciplinario, por lo que se le dará traslado a la Personería de Bogotá para lo de su competencia.

Análisis de la respuesta.
Analizada la respuesta de la Administración y escuchados los argumentos de la entidad en mesa de trabajo, se ratifica el hallazgo fiscal en cuantía de $2.1 millones, por lo tanto se trasladará a la dirección de Responsabilidad y Jurisdicción Coactiva de esta Contraloría e igualmente se tipifica como hallazgo de tipo disciplinario.

2.2.2. Hallazgo Fiscal
Analizada la contratación suscrita con el PNUD, se observó que se celebraron los contratos de consultoría Números 0061 y 0220 del 6 de abril y 6 de diciembre de 2004, respectivamente, con el Señor Juan Carlos Valdés Rosales, cuyos objetos tenían que ver con:  “la implementación del Acuerdo 051 de 2001 - por el cual se dictan normas para la atención a las personas con discapacidad, la mujer en estado de embarazo y los adultos mayores en las entidades distritales y empresas prestadoras de servicios públicos”, los cuales tenían un valor de $24.0 millones y $12.0 millones, respectivamente.

Como resultado del análisis de los dos anteriores contratos, se observa que el contenido del documento entregado  como producto final del contrato No.0061 de abril 6 de 2004 denominado “ Política para la atención a personas en condición de discapacidad en los puntos de servicio al ciudadano en la administración de Bogotá D.C. (Borrador)”, es exactamente igual al entregado como producto final del segundo contrato No. 0220 de diciembre 6 de 2004, con la diferencia de que en este último, en su contenido y nombre son exactamente iguales excepto por la palabra “BORRADOR”. 

Adicionalmente se evidenció que los objetos de los contratos, los términos de referencia y los productos finales que debía entregar el contratista son iguales, en su denominación y contenido, como ya se dijo, en los dos (2) contratos celebrados, ejecutados y cancelados.

Este ente de control evidenció ausencia en el seguimiento a la ejecución de los contratos por parte del interventor, quien no verificó el contenido del documento que recepcionó como producto final.

Como consecuencia de lo anterior, esta Contraloría considera que el contratista no cumplió a cabalidad con lo requerido en el contrato No. 061 de 2004, por cuanto el producto final pactado en el mismo, consistía en la entrega del documento definitivo y no como se realizó, es decir con la entrega de UN BORRADOR.  

Situación esta que sirve de base para que la Secretaria General a través del Director Gestión Corporativa, solicitara la celebración de un nuevo contrato, con el mismo objeto, los mismos términos y con la obtención del mismo documento como producto final.

Aunado a todo lo anterior, se desprende que el segundo contrato, el No. 0220 de 2004, se celebró, ejecutó y canceló solo para justificar el cumplimiento del primer contrato. 

El hecho descrito anteriormente transgrede en primer término, lo pactado en el contrato No. 061 de 6 de abril de 2004, el cual es ley para las partes, en concordancia con lo preceptuado en el Artículo 1495 y siguientes del Código Civil, si tenemos en cuenta que a los contratos suscritos por el PNUD se les aplica la ley sustancial colombiana y Ley 87 de 1993. 

Adicionalmente, y si tenemos en cuenta que quien ejerció la interventoría de los contratos es un funcionario público, éste no dio cumplimiento a los principios que rigen la Administración Pública. 

Como se evidencia en lo señalado, se ha generado un posible detrimento al patrimonio del Distrito, por cuanto se canceló por parte del PNUD, a solicitud del interventor dos veces el mismo producto. 

En el contrato No. 061 de 6 de abril de 2004, se establece un posible detrimento al patrimonio del Distrito Capital por valor de $3.5 millones, correspondientes a los pagos de los últimos productos establecidos en los términos de referencia, los cuales son parte integral del contrato, por cuanto no fueron entregados a la Administración tal y como se había acordado, por una parte, y por la otra en el contrato No. 0220 de 6 de diciembre de 2004, por valor de $12.0 millones, por cuanto el objeto, los términos de referencia y el producto final es igual al primer contrato No. 061 de 6 de abril de 2004.

Por lo anterior, se establece un posible detrimento patrimonial sumado los dos contratos en cuantía de $15.5 millones. 

Valoración respuesta de la entidad
Analizada la respuesta de la entidad y escuchados sus descargos en mesa de trabajo, se ratifica el hallazgo y se procede a su respectivo traslado a la dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva de esta Contraloría, por cuanto los argumentos expuestos se limitan a meras apreciaciones, y en este caso prevalecería el ordenamiento jurídico sobre cualquier otra formalidad. Finalmente se concluye que fueron dos contratos los celebrados y un mismo producto. 
2.2.3 Hallazgo Administrativo. 
Partiendo de la base que las Entidades Estatales, antes de iniciar los procesos de contratación, Licitación Publica, Concurso Público de Méritos o Contratación Directa,  deben realizar estudios de necesidad, conveniencia y oportunidad de los contratos a celebrar, es así como el artículo 26 de la Ley 80 de 1993, les impone esta obligación en los siguientes términos: ”3o. Las entidades y los servidores públicos, responderán cuando hubieren abierto licitaciones o concursos sin haber elaborado previamente los correspondientes pliegos de condiciones, términos de referencia, diseños, estudios, planos y evaluaciones que fueren necesarios, o cuando los pliegos de condiciones o términos de referencia hayan sido elaborados en forma incompleta, ambigua o confusa que conduzcan a interpretaciones o decisiones de carácter subjetivo por parte de aquellos.” (Subrayado fuera de texto).
En concordancia con la norma transcrita, este organismo de control verificó que la entidad no determina ni fija con claridad la necesidad, oportunidad ni conveniencia del compromiso, con antelación al inicio del proceso de selección o a la suscripción del mismo, tal y como lo preceptúan los numerales 7 y 12 del artículo 25 de la ley 80 de 1993, y artículo 8 del Decreto Reglamentario 2170 de 2002, pues el documento que denomina “Justificación” no reúne los requisitos exigidos en las precitadas normas, cuales son:

a.- La definición de la necesidad que pretende satisfacer con la celebración y ejecución del contrato.

b.- Condiciones del contrato a celebrar.

c.- Soporte Técnico y económico del valor estimado del contrato.

d.- El análisis de los riesgos y nivel de extensión de los mismos que deben ser amparados.

Situación esta que se puede evidenciar, entre otros, en los siguientes contratos 03, 072, 089, 090, 091, 100, 118, 153, 154, 178, 181, 295, 325, 342, 284, 324, 382 395, 409, 236, 344, 280, suscritos en la vigencia 2004.

Analizada la respuesta de la administración y discutido en mesa de trabajo el hallazgo de tipo administrativo se mantiene, por lo tanto la observación deberá hacer parte del Plan de Mejoramiento suscrito con la entidad.
2.2.4 Hallazgo Administrativo  
Si tenemos en cuenta el numeral 1º. del  Artículo 26 de la Ley 80 de 1993, que preceptúa: “Artículo 26º.- Del Principio de Responsabilidad. En virtud de este principio: 1o. Los servidores públicos están obligados a buscar el cumplimiento de los fines de la contratación, a vigilar la correcta ejecución del objeto contratado y a proteger los derechos de la entidad, del contratista y de los terceros que puedan verse afectados por la ejecución del contrato” y, que la vigilancia y control de la ejecución del objeto contractual se realiza a través de la Interventoría o supervisión.

Entendiendo que la Interventoría es una función que cumple una persona natural o jurídica, empleado público o contratista, para verificar y controlar la ejecución y cumplimiento de los trabajos objeto de un contrato, ejerciendo dicha labor a nombre y en representación de la entidad contratante, todo lo cuál realiza de conformidad con las normas legales, pliegos de condiciones, términos de referencia, planos, diseños y en general los demás documentos base de la contratación. Es decir que  los interventores – funcionarios - designados por la entidad, se encargan de verificar la ejecución y cumplimiento de los trabajos y actividades objeto del contrato.

Para dar aplicación a lo establecido en el Artículo 26 de la ley 80 de 1993, la Subdirectora de Contratación de la Secretaria General, comunica mediante memorando la designación de la interventoría, en la cual establece claramente qué funcionario debe ejercer la vigilancia y control de la ejecución idónea del mismo, evidenciándose que los funcionarios designados para esta labor – Inverventoria y/o supervisión- no la ejercen y por el contrario aparecen documentos, mediante los cuales emiten ordenes, tales como el Acta de Requerimiento o de iniciación, liquidación del contrato suscritos por personas diferentes a las asignadas para ello.

Con esta actuación se observó, qué quien da la orden de inicio de la ejecución del contrato, certifica el cumplimiento del mismo, avala y tramita las ordenes de pago y suscribe el acta de liquidación, no es el funcionario responsable de la interventoría, tal como se puede evidenciar en los contratos 003, 072, 089, 090, 091, 100, 118, 153, 154, 178, 181, 295, 325, 342, 284, 395, 409, 236, 344, 280 suscritos por la Secretaria General de la Alcaldía Mayor de Bogotá, en el año 2004.

Es importante resaltar, que en un eventual caso de responsabilidad frente al incumplimiento o inadecuada supervisión del contrato, ésta se diluiría, pues quien esta ejerciendo esta actividad de vigilancia no es la persona designada por la entidad y por ende no estaría actuando validamente.

Otro evento que se podría presentar como consecuencia de esta situación, es que en el trámite y cancelación de las órdenes de pago que se causan con la actividad contractual, existe falla de control interno, pues al realizar el pago, el funcionario competente no verifica si quien certifica y autoriza el pago, es quien realmente se encuentra facultado para ello.   

Adicionalmente, en visita fiscal realizada a las instalaciones del Archivo de Bogotá, se constató que los funcionarios encargados de la interventoría, en los contratos de compra y/o suministro del proyecto 7379, al momento de la entrega, por parte del contratista y recepción de los bienes objeto del contrato, por parte de la administración, modifican las características pactadas en el contrato, sin que exista previa autorización, modificación o acuerdo entre las partes; es el caso que se presenta en los contratos 380 y 318 suscritos en el 2004, en los que fueron recibidos unos bienes que no hacían parte del objeto contractual y concomitante con esta irregularidad se certifica el cumplimiento del objeto contractual y además se cancela el valor del mismo.

Con lo anterior actuación se deja entrever, entre otros, que los requerimientos formulados por las oficinas de origen no obedecen a una real necesidad de la entidad, que no existe un control adecuado de la ejecución de los contratos y se realizan pagos sin que efectivamente se haya recibido el objeto contractual.

Análisis de la respuesta de la administración

Una vez analizada la respuesta de la entidad y considerando que son situaciones susceptibles de ser subsanadas mediante acciones correctivas, este organismo de control considera que esta observación es de carácter administrativo y por lo tanto deberá hacer parte del Plan de Mejoramiento que se suscriba con la entidad. 
2.2.5 Hallazgo Administrativo. 
En los contratos de compraventa, suscritos por la Secretaria General, se  pactan y aplican las cláusulas excepcionales al Derecho común, contraviniendo lo establecido en el  numeral 2º del  Articulo 14 de la Ley 80 de 1993, el cual preceptúa:

“. Pactarán las cláusulas excepcionales al derecho común de terminación, interpretación y modificación unilaterales, de sometimiento a las leyes nacionales y de caducidad en los contratos que tengan por objeto el ejercicio de una actividad que constituya monopolio estatal, la prestación de servicios públicos o la explotación y concesión de bienes del Estado, así como en los contratos de obra. En los contratos de explotación y concesión de bienes del Estado se incluirá la cláusula de reversión.

Las entidades estatales podrán pactar estas cláusulas en los contratos de suministro y de prestación de servicios.

En los casos previstos en este numeral, las cláusulas excepcionales se entienden pactadas aun cuando no se consignen expresamente.

Parágrafo.- En los contratos que se celebren con personas públicas internacionales, o de cooperación, ayuda o asistencia; en los interadministrativos; en los de empréstito, donación y arrendamiento y en los contratos que tengan por objeto actividades comerciales o industriales de las entidades estatales que no correspondan a las señaladas en el numeral 2o. de este artículo, o que tengan por objeto el desarrollo directo de actividades científicas o tecnológicas, así como en los contratos de seguro tomados por las entidades estatales, se prescindirá de la utilización de las cláusulas o estipulaciones excepcionales.” 
De la interpretación sistemática de la norma antes transcrita se concluye que existen contratos en los cuales, pactar las cláusulas excepcionales tienen carácter obligatorio, en otros se presume pactadas o son potestativas y en el caso de los de compraventa se prohíben.

Valoración respuesta.

Analizados los argumentos expuestos por la entidad, este organismo de control considera que son validos y por lo tanto se aceptan.
2.2.6 Hallazgo Administrativo
Partiendo de la base que el Artículo 21 de la Ley 80 de 1993, preceptúa: “Articulo 21: Tratamiento y Preferencia de las Ofertas Nacionales. Las entidades estatales garantizarán la participación de los oferentes de bienes y servicios de origen nacional, en condiciones competitivas de calidad, oportunidad y precio, sin perjuicio del procedimiento de selección objetiva que se utilice y siempre y cuando exista oferta de origen nacional.

(...) 

En igualdad de condiciones para contratar, se preferirá la oferta de bienes y servicios de origen nacional.

(...)

Parágrafo 2º.- El Gobierno Nacional reglamentará el componente nacional al que deben someterse las entidades estatales, para garantizar la participación de las ofertas de bienes y servicios de origen nacional. En concordancia con lo establecido en la ley 816 de 2003, la Secretaria General no ha dado cumplimiento a estos preceptos legales, adoptando mecanismos de Protección a la oferta nacional, tal como se evidencia en los procesos de selección Nros. 021, 025, 028, 029, 35  y 036 de 2004.

Análisis de la respuesta de la administración

Una vez analizada la respuesta de la entidad y considerando que son situaciones susceptibles de ser subsanadas mediante acciones correctivas, este organismo de control considera que esta observación es de carácter administrativo y por lo tanto deberá hacer parte del Plan de Mejoramiento que se suscriba con la entidad. 
2.2.7 Hallazgo Administrativo.  
En desarrollo del programa de Auditoria Especial, se evidenció que  dentro de los procesos de Selección – Convocatoria Pública - regidos por el Decreto 2170 de 2002, reglamentario de la Ley 80 de 1993, la Secretaria General no da cumplimiento al procedimiento establecido en la precitada norma, básicamente en lo relativo a la violación de los principios de la contratación estatal.

Para el efecto se detallan a continuación las falencias en el proceso de contratación directa, así:

1.- Dentro de la carpeta contentiva de los documentos del proceso de selección y del contrato no se encontró constancia de la publicación de los proyectos de términos de referencia y/o pliego de condiciones, ni de los términos definitivos, en la pagina WEB de la entidad, tal como lo establecen los Artículos 1º., 2º. y  21 del Decreto 2170 de 2002.

2.- Se verificó que dentro del proceso de selección no se emite el correspondiente Acto Administrativo mediante el cual se ordena la apertura del proceso de selección, incumpliendo lo establecido en inciso 2º  del artículo 2º.  Decreto 2170 de 2002, que establece:”... El texto definitivo de los pliegos de condiciones o términos de referencia será publicado en la pagina Web de la entidad al momento de dar apertura al proceso de selección...”, en concordancia con lo establecido en el numeral 1 del Artículo 11 del citado Decreto. 

Para “suplir” este Acto Administrativo, funcionarios de la Subdirección de Contratación y de la Oficina Asesora de Control Interno, suscriben el documento denominado “Acta de la Diligencia de Apertura de la Contratación Directa ...”, que en ningún momento equivaldría al Acto de Apertura que ordena la ley, pues el único funcionario que se encuentra facultado por delegación para esta función es el Director de Gestión Corporativa, como lo establece el artículo 3º de la Resolución 617 del 7 de noviembre de 2003; aclarado por el artículo 2 de la Resolución No. 255 del 1 de junio de 2004, emitidas por el Secretario General, que a la letra dice: “ Aclarar el artículo 3º. De la Resolución 617 de 2004, el cual quedara así: “Articulo 3º. Delegar en el Director de Gestión Corporativa la facultad de celebrar contratos que deban efectuarse mediante el procedimiento de contratación directa. La anterior delegación comprende la expedición de los actos inherentes a dichos procesos, la celebración del o los contratos que se originen,  y las demás  actuaciones propias de la actividad contractual, DESDE LA APERTURA DEL PROCESO hasta la liquidación de o los contratos...”  (Subrayado fuera de texto).

No hay  que perder de vista, que la publicación de los pliegos definitivos obligan a la entidad, tal como se desprende del inciso 4º del artículo 1 del Decreto 2170 de 2002, al establecer que: “... La publicación de los proyectos de pliegos de condiciones o términos de referencia no genera obligación para la entidad de dar apertura al proceso de selección.”.

Análisis respuesta.

Examinados los elementos de juicio y soportes presentados por la entidad en mesa de trabajo no se aceptan, por lo tanto y por el tipo de irregularidad detectada, se considera que esta conducta tiene un alcance Administrativo con incidencia Disciplinaria, por lo tanto deberá ser incluido en el Plan de Mejoramiento que se suscriba y además se dará el tramite correspondiente a la Personería de Bogotá para lo de su competencia.

2.2.8 Hallazgo Administrativo.
En aplicación del principio de económica, las entidades deben fijar y establecer procedimientos y etapas estrictamente necesarias para asegurar la selección objetiva de la propuesta más favorable, es así como la Secretaria General en los procesos de contratación directa – convocatorias publicas – establece en los términos de referencia y/o pliego de condiciones reglas, términos y etapas, conforme lo ordena la ley 80 de 1993 y su Decreto Reglamentario 2170 de 2002.

Llama la atención, que dichos términos y etapas son modificados (suprimidas de los pliegos de condiciones), extemporáneamente por la Secretaria General de la Alcaldía Mayor, contraviniendo lo establecido en el Numeral 1 del Artículo 25 de la Ley 80 de 1993, ya que no le es dable a la administración suprimir etapas ya evacuadas o realizadas, como es el caso de la postulación de los futuros proponentes y posterior sorteo de los mismos, evento que le otorga a la persona o personas que participaron en el proceso de selección la facultad o gracia de presentar propuesta, tal como lo establecen los pliegos o términos de referencia que rigen el proceso de contratación directa y el estatuto de contratación estatal.

Adicionalmente se debe tener en cuenta que en materia procedimental, los términos y etapas establecidos por la administración en el pliego o términos de referencia, tal como lo establece la ley 80 de 1993, tienen carácter preclusivo, es el caso que se presenta en la Convocatoria Publica No. 021 de 2004, en la que se observa lo siguiente:

· En los términos de referencia se estableció el plazo de la contratación Directa, así: apertura el 21 de octubre de 2004 a las 3:00 P.M., y el Cierre 27 de octubre de 2004 a las 3:00 p.m.  

· En el numeral 2.5, exigen que los futuros proponentes DEBERAN inscribirse en el Directorio de Proponentes  de la pagina de Contratación a la Vista, evento que tenia que realizar antes del 25 de octubre de 2004, a las 9:00 a.m.

· Si el número de proponentes inscritos superaba a diez (10) la Secretaria General realizaría sorteo el lunes 25 de octubre de 2004 a las 9:00 a.m. 

· Así mismo, determinó la Secretaria General, que las propuestas presentadas por proponentes diferentes a los seleccionados no serian consideradas dentro del proceso.

· Vencido el termino para inscribirse en el Directorio, realizado el sorteo; la Secretaria General a través del  Director  de Gestión Corporativa emite el ADENDO No. 1 el día 26 DE OCTUBRE DE 2004, (es decir un día después de vencido el termino para la inscripción y sorteo) MODIFICANDO los términos de referencia, en el sentido de prorrogar el cierre del proceso, recibir todas las propuestas que se presenten y ELIMINAR EL NUMERAL 2.5. POSTULACION Y 2.7. SORTEO, cuando estas etapas ya habían sido surtidas.

Con esta actuación la entidad contravino los principios de Selección Objetiva, transparencia y economía, contemplados en la ley 80 de 1993, lo cual se constituye en un Hallazgo de tipo administrativo con implicaciones disciplinarias, por lo que se le dará traslado a la Personería de Bogotá para lo de su competencia.

Igual situación se presenta en los procesos de selección Nros. 025, 028, 029 y 036 de 2004.

Análisis respuesta.

Examinados los elementos de juicio y soportes presentados por la entidad en mesa de trabajo no se aceptan, por lo tanto se ratifica el hallazgo y por el tipo de irregularidad detectada, se considera que esta conducta tiene un alcance Administrativo con incidencia Disciplinaria, por lo tanto deberá ser incluido en el Plan de Mejoramiento que se suscriba y además se dará el tramite correspondiente a la Personería de Bogotá para lo de su competencia.

2.2.9  Hallazgo Administrativo
La Secretaria General establece, en los pliegos de condiciones o términos de referencia del proceso de selección, unas condiciones o requisitos técnicos de los bienes a adquirir, los cuales son modificados por la entidad en el momento de adjudicar el contrato, tal como se puede observar en la convocatoria publica No. 021 de 2004 y en el proceso de selección No. 035 de 2004 (contrato 1-01-406 de 2004) en donde el valor y las cantidades a adquirir no obedecen a las recomendaciones formuladas por el Comité de Adjudicación.

En estos términos entonces, se evidencia que la Secretaria General después de establecer los requerimientos técnicos de los bienes con los cuales se pretende satisfacer la necesidad en los pliegos de condiciones o términos de referencia del proceso de selección y de haberse surtido él tramite de escogencia, modifica en la etapa de adjudicación; es decir, después de haberse presentado y evaluado el ofrecimiento formulado por el proponente, las condiciones técnicas de los bienes objeto de la contratación, contraviniendo, en primer término, lo establecido en el citado documento – términos de referencia - el cual obliga tanto a la administración como a los proponentes y al futuro contratista, y en segundo lugar, el numeral 2 del articulo 10 del Decreto Reglamentario 2170 de 2002.

Como consecuencia de lo anterior y partiendo de la base que el oferente favorecido con la adjudicación, no cumplió técnicamente con las exigencias del pliego, la Secretaria General al adjudicar la contratación directa al proponente que no cumplía los requerimientos técnicos, transgredió los principios que rigen la administración publica y la contratación administrativa.

Considera este Ente de Control que la Entidad debió dar aplicación al Parágrafo 2º del artículo 16 del Decreto 2170 de 2002, es decir haber declarado desierto el proceso de selección, por cuanto la oferta no se ajustaba a los requerimientos técnicos exigidos en los términos de referencia y adicionalmente este era causal de rechazo de la propuesta y en el caso especifico de la convocatoria pública 035 iniciar un nuevo proceso de selección con el animo de adquirir los ítems que fueron declarados desiertos.

Valoración respuesta de la administración.

Analizada la respuesta de la administración y una vez escuchadas las  explicaciones en mesa de trabajo, este ente de control ratifica el hallazgo y por el tipo de irregularidad detectada, se considera que esta conducta tiene un alcance Administrativo con incidencia Disciplinaria, por lo tanto deberá ser incluido en el Plan de Mejoramiento que se suscriba y además se dará el tramite correspondiente a la Personería de Bogotá para lo de su competencia.

2.2.10 Hallazgo Administrativo
Este Ente de Control verificó que la Secretaria General de la Alcaldía Mayor  de Bogotá, no emite el correspondiente Acto Administrativo de Adjudicación de las convocatorias publicas regidas por el Decreto 2170 de 2002, pues solamente se limita a dejar constancia en las Actas de reunión del Comité de Adjudicación que el ordenador del gasto acepta la recomendación de adjudicar o no el contrato que surge del proceso de selección.

Con esta omisión la entidad contraviene lo exigido en el numeral 7º. del articulo 24 de la ley 80 de 1993, el cual preceptúa que: “Los actos administrativos que se expidan en la actividad contractual con ocasión de ella, salvo los de mero trámite, se motivarán en forma detallada y precisa e igualmente lo serán los informes de evaluación, el acto de adjudicación y la declaratoria de desierto del proceso de escogencia”, en concordancia con lo establecido en el artículo  11 del Decreto 2170 de 2002, pues los actos administrativos de adjudicación, entre otros, deben ser emitidos por el funcionario competente para ello y motivados en forma detallada y precisa.

Respecto de la responsabilidad del manejo de los procesos de selección el numeral 5º del artículo 26 de la Ley 80 preceptúa: “La responsabilidad de la dirección y manejo de la actividad contractual y la de los procesos de selección será del jefe o representante de la entidad estatal quien no podrá trasladarla a las juntas o consejos directivos de la entidad, ni a las corporaciones de elección popular, a los comités asesores, ni a los organismos de control y vigilancia de la misma.”, 
Es importante resaltar que el Secretario General de la Alcaldía Mayor de Bogotá, en ejercicio de las atribuciones constitucionales y legales delegó, entre otras, la facultad de celebrar contratos que deban efectuarse mediante el procedimiento de contratación directa al Director de Gestión Corporativa. Dicha delegación comprende la expedición de los actos inherentes a dichos procesos, dentro de los cuales se encuentra el Acto Administrativo de Adjudicación.

Lo que significa que el Acta del Comité de Adjudicaciones de la Secretaria General, no puede hacer las veces de Acto de Adjudicación, pues el Comité se estableció con el fin de asesorar y recomendar al Secretario General o en quien en este delegue, para el caso que nos ocupa, el Director de Gestión Corporativa,  la adjudicación o declaratoria de desierta de las invitaciones públicas.  

Con esta omisión nos encontramos frente a un Hallazgo Administrativo con incidencia Disciplinaria.

De igual forma, en desarrollo de la presente auditoria se evidencio la siguiente situación relacionada con el alcance del objeto contractual de los contratos Prestación de Servicios suscritos durante la vigencia 2004, los cuales afectan el rubro Honorarios Entidad y cuyo objeto es: “Prestar sus servicios profesionales de representación judicial y extrajudicial al Distrito Capital, en los procesos que se adelanten ante la Jurisdicción Contenciosa Administrativa…”.
Sobre el particular, la jurisprudencia y la doctrina han sostenido que son elementos constitutivos de la delegación los siguientes: (i) la transferencia de funciones de un órgano a otro; (ii) que la transferencia de funciones se realice por el órgano titular de la función; (iii) que dicha transferencia cuente con una previa autorización legal; (iv) y que el órgano que confiera la delegación pueda siempre y en cualquier momento reasumir la competencia.

Es así, como mediante la delegación, la autoridad administrativa transfiere el ejercicio de funciones a sus colaboradores o a otras autoridades, siempre por acto de delegación (decreto o resolución) y con sujeción a la Constitución o la ley. Para que la autoridad pueda delegar algunas o alguna función de las que le han sido asignadas por la Carta Política o por la ley - por estimarlo conveniente o necesario para el servicio público o el interés general -, es indispensable la previa autorización legal en donde se determine la materia delegable o las condiciones de la delegación. Sobre este fundamento insoslayable, el delegante puede transferir la función y la consiguiente responsabilidad al delegado - también llamado delegatario, sin que éste a su vez pueda subdelegar, salvo expresa autorización de la ley, lo que presupone que con la delegación el titular original de las atribuciones mantiene el control y la dirección política y administrativa sobre el desarrollo de esas funciones.

Por tanto en aplicación del artículo 121 superior, el cual establece: “Ninguna autoridad  del Estado podrá ejercer funciones distintas de las que le atribuyen la Constitución y la ley.”, es así como el Decreto Ley 1421 de 1993, fija en cabeza del Alcalde Mayor la Representación Judicial y Extrajudicial del Distrito, en los siguientes términos: “El alcalde mayor de Santafe de Bogotá es el jefe del gobierno y de la administración Distrital y representa legal, judicial y extrajudicialmente al Distrito  Capital.

( )”
El Alcalde Mayor de Bogotá, en desarrollo  del artículo 211 de la Constitución Política de 1991, en concordancia con lo preceptuado en el Artículo 40 del Estatuto Orgánico de Bogotá, el cual establece: “ El alcalde mayor podrá delegar las funciones que le asignen la ley y los acuerdos en los secretarios, jefe de departamento administrativo, gerentes o directores de entidades descentralizadas, en los funcionarios de la administración tributaria, y en las juntas administradoras y los alcaldes.”, profiere la Resolución No. 854 del 2 de noviembre de 2001, mediante la cual delega unas funciones, entre las que se encuentra la de ejercer la Representar judicial y extrajudicial, así como la celebrar contratos, en los secretarios, jefes de departamentos, etc.

Es importante resaltar, que en el Acto Administrativo mediante el cual delega, se establece claramente a que funcionario y que función se delegan. Es así que el Artículo 17 de la Resolución 854 del 2 de Noviembre de 2001 (vigente para los contratos que se observan en este informe) preceptúa que: “Para efecto del presente titulo, se entenderá que los funcionarios en quienes se efectúan las delegaciones quedan investidos de las facultades de notificarse, actuar, conciliar judicial y extrajudicialmente, DESIGNAR Y SUSTITUIR APODERADOS ESPECIALES dentro de los términos de ley, interponer recursos, presentar memoriales, atender los requerimientos administrativos y demás actuaciones en vía gubernativa, judicial y extrajudicial necesarias para una adecuada y eficaz representación de los intereses del distrito.

Las facultades otorgadas a los respectivos funcionarios a los cuales se refiere este titulo, conllevan la capacidad jurídica para promover acciones judiciales o administrativas en nombre del Distrito Capital.”

En este sentido es de anotar, que teniendo en cuenta que la desconcentración es un mecanismo consistente en la delegación de funciones en otras autoridades o en los subordinados de aquélla a la cual fueron atribuidas por la Constitución o las leyes, ciertamente está previsto como válido en el Estatuto Superior, pero siempre sometido a la vigencia de ley previa que expresamente autorice la delegación y establezca los recursos que se pueden interponer contra los actos de los delegatarios; así lo establece con claridad el artículo 211 de la Carta Política: "la ley señalará las funciones que el Presidente de la República podrá delegar en los ministros, directores de departamentos administrativos, representantes legales de entidades descentralizadas, superintendentes, gobernadores, alcaldes y las agencias del Estado que la misma ley determine. Igualmente, fijará las condiciones para que las autoridades administrativas puedan delegar en sus subalternos o en otras autoridades... la ley establecerá los recursos que se pueden interponer contra los actos de los delegatarios".
Por lo tanto y como ya se mencionó, el Alcalde Mayor de Bogotá en aplicación del artículo 40 del Decreto Ley 1421 de 1994, delego las funciones de Representación Judicial y Extrajudicial, así como la de contratar, entendiendo que tal delegación sería una simple aplicación del principio de la desconcentración de la administración, que busca que ésta sea más eficiente y esté más cerca de los administrados.

Ahora bien, y en materia de representación Judicial, entendemos que para actuar dentro de un proceso, que se adelante en contra del Distrito Capital, ya sea en la Jurisdicción de lo contencioso administrativo o en la ordinaria, se debe hacer a través de un profesional del Derecho, al que se le debe otorgar poder, ya sea general o especial, tal como lo establece el Artículo 65 del Código de Procedimiento Civil, que a la letra dice: “Poderes. Los poderes generales para toda clase de procesos y los especiales para varios procesos separados, sólo podrán conferirse por escritura pública. En los poderes   especiales, los asuntos se determinarán claramente, de modo que no puedan confundirse con otros...”.

Dentro de este contexto, no es claro para este ente de control el hecho que en estos contratos de prestación de servicios no se establezca, ni pacta cuantos procesos debe adelantar el profesional contratado, como tampoco se discriminan e identifican cuales son los procesos en los cuales va actuar como “Representante Judicial” o apoderado del Distrito, al igual que no se señala la etapa procesal en que se encuentran; desde y hasta cuando se le otorga poder, ni cuales son las facultades que se le dan con el otorgamiento del poder.

Adicionalmente hay que destacar que quien suscribe el contrato por parte de la administración solamente tiene la facultad delegada de contratar, pero no la de otorgar la Representación Judicial y Extrajudicial del Distrito Capital, tal y como se desprende del objeto del contrato.

De otro lado no se entiende como el interventor del contrato certifica el recibo a satisfacción del objeto contratado, como requisito para el pago, si la administración, en el contrato ni en el estudio de conveniencia, establece el alcance del objeto a ejecutar.

Valoración respuesta de la administración.

Analizadas las respuestas de la administración, este ente de control acepta las explicaciones presentadas en cuanto a los contratos de prestación de servicios suscritos cuyo objeto: “Prestar sus servicios profesionales de representación judicial y extrajudicial al Distrito Capital”. No obstante lo anterior, se ratifica en el hallazgo relacionado con la omisión de la entidad en la expedición que ordena la ley del acto de Adjudicación de las convocatorias públicas. Así las cosas, se considera que esta conducta tiene un alcance Administrativo con incidencia Disciplinaria, por lo tanto deberá ser incluido en el Plan de Mejoramiento que se suscriba y además se dará el trámite correspondiente a la Personería de Bogotá para lo de su competencia.

3. ANEXOS

3.1 ANEXO 1

CUADRO DE HALLAZGOS DETECTADOS Y COMUNICADOS

	TIPO DE HALLAZGO


	CANTIDAD 
	 VALOR
	REFERENCIACION

	ADMINISTRATIVOS


	7

	
	2.2.3, 2.2.4, 2.2.6, 2.2.7, 2.2.8, 2.2.9, 2.2.10.  

	FISCALES


	2

	17.6 millones
	2.2.1, 2.2.2   

	DISCIPLINARIOS


	5

	
	2.2.1, 2.2.7, 2.2.8, 2.2.9, 2.2.10.

	PENALES


	
	
	

	TOTAL


	14
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